FUNDAMENTOS
 
En el año 2001 en un importante predio del barrio Sumampa, en la localidad de Villa Udaondo, Partido de Ituzaingó, comenzó la tala de árboles añosos, para iniciar un emprendimiento urbanístico con la edificación de viviendas individuales, piscina, calles internas, vigilancia privada, etc., es decir con todo aquello que sería deseable encontrar en un barrio privado o cerrado pero, cuyo encuadramiento urbano es confuso porque el emprendimiento no se ajusta a ninguna de las figuras normadas en el Código de Planeamiento Urbano y Normas Reglamentarias encuadradas en la Ley 8912 de Uso de Suelo.

Este emprendimiento sería regenteado por un señor de nombre Gerardo Roberto José Vacaro, que sería quien promociona los beneficios de agua corriente y cloacas con los que cuenta el proyecto.

Contaría con una planta de tratamiento que no estaría autorizada para funcionar y, que lo hace deficientemente ya que los vecinos han detectado la presencia de bacterias tales como coliformes fecales, siendo su vertido final hacia el entubado del Arroyo Soto que pasa a unas cuadras del lugar y luego de 200 metros se encuentra a cielo abierto.


La ley nº 11.723, conforme el artículo 28° de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, tiene por objeto la protección, conservación, mejoramiento y restauración de los recursos naturales y del ambiente en general en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires, a fin de preservar la vida en su sentido más amplio; asegurando a las generaciones presentes y futuras la conservación de la calidad ambiental y la diversidad biológica.


En su artículo 2º dispone que el Estado Provincial debe garantizar a todos sus habitantes los siguientes derechos:

 

Inciso a): A gozar de un ambiente sano, adecuado para el desarrollo armónico de la persona.

 

Inciso b): A la información vinculada al manejo de los recursos naturales que administre el estado.

 

Inciso c): A participar de los procesos en que esté involucrado el manejo de los recursos naturales y la protección, conservación, mejoramiento y restauración del ambiente en general, de acuerdo con lo que establezca la reglamentación de la presente.

 

Inciso d): A solicitar a las autoridades la adopción de medidas tendientes al logro del objeto de la presente ley, y a denunciar el incumplimiento de la misma.


El Poder Ejecutivo Provincial, a través de la Secretaría de Política del Medio Ambiente,  deberá fijar la política ambiental, de acuerdo a la Ley 11.469 y a lo normado en la Ley 11.723, y coordinar su ejecución descentralizada con los municipios, a cuyo efecto arbitrará los medios para su efectiva aplicación.


 Asimismo, el  Poder Ejecutivo Provincial y los municipios garantizarán, en la ejecución de las políticas de gobierno la observancia de los derechos reconocidos en el artículo 2°, así como también de los principios de política ambiental que a continuación se enumeran:

 

Inciso a): El uso y aprovechamiento de los recursos naturales, debe efectuarse de acuerdo a criterios que permitan el mantenimiento de los biomas.

 

Inciso b): Todo emprendimiento que implique acciones u obras que sean susceptibles de producir efectos negativos sobre el ambiente y/o sus elementos debe contar con una evaluación de impacto ambiental previa.

 

Inciso c): La restauración del ambiente que ha sido alterado por impactos de diverso origen,  deberá sustentarse en exhaustivos conocimientos del medio, tanto físico como social; a tal fin el estado promoverá de manera integral los estudios básicos y aplicados en ciencias ambientales.

 

Inciso d): La planificación del crecimiento urbano e industrial deberá tener en cuenta, entre otros, los límites físicos del área en cuestión, las condiciones de mínimo subsidio energético e impacto ambiental para el suministro de recursos y servicios, y la situación socioeconómica de cada región atendiendo a la diversidad cultural de cada una de ellas en relación con los eventuales conflictos ambientales y sus posibles soluciones.

 

Inciso e): El Estado Provincial promoverá la formación de individuos responsables y solidarios con el medio ambiente. A tal efecto la educación ambiental debe incluirse en todos los niveles del sistema educativo, bajo pautas orientadas a la definición y búsqueda de una mejor calidad de vida.

Correlativamente impone en su artículo 3º, a los habitantes de la Provincia de los siguientes deberes:

 

Inciso a): Proteger, conservar y mejorar el medio ambiente y sus elementos constitutivos, efectuando las acciones necesarias a tal fin.

 

Inciso b): Abstenerse de realizar acciones u obras que pudieran tener como consecuencia la degradación del ambiente de la Provincia de Buenos Aires.


Son múltiples los esfuerzos realizados por los vecinos de la región para saber detalles de estas obras, sin que hallan podido obtener datos satisfactorios, por ello es que solicitamos a esta Cámara ser acompañados en la aprobación del presente Proyecto:

PROYECTO DE SOLICITUD DE INFORMES

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires
RESUELVE:

Dirigirse al Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires para que por donde corresponda, a la brevedad y en forma escrita informe respecto a las edificaciones,  ubicadas en el Barrio Sumampa, localidad de Villa Udaondo, Partido de Ituzaingó:

1º) Si en virtud de la competencia atribuida en el ANEXO II –Proyectos de obras y actividades sometidas al proceso de evaluación de impacto ambiental por la autoridad ambiental Provincial-
de la Ley nº 11.723, Incisos 1º, 2º, 6º, 7º, 10º y 11º,  se registra en la Secretaria de Política Ambiental existencia  de un proyecto de edificaciones,  ubicado en el Barrio Sumampa, localidad de Villa Udaondo, Partido de Ituzaingó, emprendimiento inmobiliario autodenominado “Barrio María del Parque” – Expte municipal nº 4134-24177/05, y si  se tramitó, informe de impacto ambiental, conforme lo determina arts.10, 11 y 12 de la Ley 11.723. 


2º) De ser positivo, indique si se ha dado cumplimiento a la notificación y publicación del artículo 17º de la norma que establece que “ARTÍCULO 17°: La autoridad ambiental provincial o municipal según correspondiere arbitrará los medios para la publicación del listado de las EVALUACIONES DE IMPACTO AMBIENTAL presentadas para su aprobación, así como del contenido de las DECLARACIONES DE IMPACTO AMBIENTAL del artículo 19°.”

3º) De ser positivo, si tiene conocimiento de las reclamaciones efectuadas por personas físicas y jurídicas privadas, interesadas en dar su opinión, de acuerdo al artículo 18 de la norma que determina que “ARTÍCULO 18°: Previo a la emisión de la DECLARACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL, la autoridad ambiental que corresponda, deberá recepcionar y responder todas las observaciones fundadas que hayan sido emitidas por personas físicas o jurídicas, públicas o privadas interesadas en dar opinión sobre el impacto ambiental del proyecto. Asimismo cuando la autoridad ambiental provincial o municipal lo crea oportuno, se convocará a audiencia pública a los mismos fines”.


4º) Teniendo en cuenta las disposiciones del artículo 20 de la misma norma, informe:


* Si cuenta con la aprobación de la realización de la obra o actividad peticionada.


* Si la  aprobación de la realización de la obra o de la actividad peticionada ha sido  en forma condicionada al cumplimiento de instrucciones modificatorias.


* La oposición a la realización de la obra o actividad solicitada.

5º)  Si se han celebrado convenios con municipios con los que comparte el servicio de agua y  que los efluentes cloacales son derivados a un arroyo local, conforme al art.44 de la norma que establece “ARTÍCULO 44°: Cuando el recurso sea compartido con otras jurisdicciones provinciales o nacionales, deberán celebrarse los pertinentes convenios a fin de acordar las formas de uso, conservación y aprovechamiento”.


6º)    Si se ha dado cumplimiento a las disposiciones del art. 67 de la norma que dice: “ARTÍCULO 67°: Los organismos provinciales competentes y el C.E.A.M.S.E. deberán:

 



a) Brindar la asistencia técnica necesaria a los fines de garantizar la efectiva gestión de los residuos.



b) Propiciar la celebración de acuerdos regionales sobre las distintas operaciones a efectos de reducir la incidencia de los costos fijos y optimizar los servicios”.


7º)   Resolución adoptada por el órgano Provincial correspondiente en cuando a las disposiciones del Decreto 2.568/97, -Barrios Cerrados-, que debieron requerirse en la tramitación del expediente nº 4134-2471/05 de la Municipalidad de Ituzaingó en relación al barrio María del Parque, conforme a los arts.1º y 2º, que determinan:



Art. 1º - El Ministerio de Gobierno y Justicia, a través de la Subsecretaría de Asuntos Municipales e Institucionales, será competente en los trámites de aprobación de emprendimientos urbanos (urbanizaciones o barrios cerrados) gestionados mediante la aplicación de la Ley Nacional 13.512.



Art. 2º - Los distintos Municipios no otorgarán aprobación de planos de obra referidos a barrios cerrados, sin contar con la previa intervención de la Subsecretaría antes mencionada.


8º) Todo otro dato que pueda ilustrarnos al respecto.
